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Sin embargo, el superior de ésta especialidad, ha considerado de manera excepcional la viabilidad de una acción de tutela frente a los referidos actos, pero sólo como mecanismo transitorio y para evitar un inminente perjuicio irremediable” 

(…)

Ahora, tampoco resulta plausible inmiscuirse en materias propias de la justicia contencioso administrativa, ni siquiera como mecanismo transitorio habida cuenta que, como ya se dijo, la acción de tutela no fue concebida para controvertir actos de carácter general como lo es la mencionada Resolución, pues para ello fueron previstas las acciones idóneas en la jurisdicción contenciosa administrativa, no es de recibo considerar la afectación eminentemente económica que alega la actora ha sufrido, para justificar la utilización de la tutela como mecanismo transitorio, cuando, de accederse a las pretensiones de la promotora de la acción resultarían involucrados intereses de igual índole, de los docentes y directivos docentes del Centro Educativo de las Delicias que si fue incluido dentro de los establecimientos educativos ubicados en las zonas rurales de difícil acceso de esta ciudad para el año 2018”. 

(…)
Así las cosas, encontrando que no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime la intervención del juez constitucional, ni existen argumentos para desacreditar la eficacia del mecanismo ordinario dispuesto por el legislador para controvertir los actos administrativos de carácter general, se confirmará la decisión de primer grado, por medio de la cual se declaró improcedente la presente solicitud de amparo constitucional
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de julio de dos mil dieciocho

Acta N°          de 5 de julio de 2018

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por MARGARITA MARIA QUICENO RAMÍREZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, dentro de la acción de tutela que le promueve a la Secretaria de Educación Municipal de Pereira, la Dirección Operativa de Gestión Jurídica de Pereira, la Dirección Operativa de Planeación y Calidad Educativa de Pereira, el Comité Técnico de la Alcaldía Municipal de Pereira, el Sindicato de Educadores y Trabajadores de la Educación de Risaralda, la Secretaría de Educación de Risaralda, el Departamento de Risaralda, el Área Metropolitana Centro Occidente y el Ministerio de Educación Nacional.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Señala la señora Margarita María Quiceno Ramírez que labora al servició de la Institución Educativa Combia, sede La Suecia, ubicada en la vereda del mismo nombre, del corregimiento Combia baja; que mediante Resolución No 7601 de 2017, expedida por la Secretaría de Educación, se determinaron “los establecimientos educativos ubicados en las zonas rurales de difícil acceso en el municipio de Pereira para el año 2018”, con el fin de disponer el reconocimiento y pago de bonificación económica por costos adicionales y dificultades de transporte para los docentes que prestan sus servicios en dichas instituciones, siendo excluida de dicho acto administrativo la Institución Educativa inicialmente referida.

Sostiene que el Decreto 1075 de 2015 establece que la expedición de dicho acto administrativo debe realizarse anualmente antes del 1º de noviembre de cada año; sin embargo, el mismo fue proferido el 11 de diciembre  de 2017 y publicado el 17 de enero del año que avanza e incluso los informes técnicos, en los que se fundamenta, se realizaron días después de la fecha límite para su expedición, lo que sugiere que no se efectúo el procedimiento correspondiente para determinar las zonas de difícil acceso para el año que transcurre, irregularidades que hacen que la decisión sea ilegitima y menoscaba derechos adquiridos con anterioridad.

Refiere que los informes técnicos a que hace referencia, solo tomaron en cuenta la declaración de un docente por Institución, desconociendo así la realidad del gremio, dentro del cual se incluye como perjudicada, al no poder acceder al a la bonificación de transporte, pues al darse por sentada la buena prestación del servicio de transporte hacía la Institución Educativa Combia, cuando en realidad ello no es así, toda vez que para el efecto se debe acudir al trasporte público, solicitar los servicios de las personas que denomina “piratas” y caminar más de 45 minutos para llegar al centro educativo.

A más de lo anterior, afirma que la Resolución 7601 de 2017, a cual se ha venido refiriendo, resulta discriminatoria en tanto que sólo reconoce el auxilio económico a modo de gastos de transporte, a los directivos docentes que laboren en la instituciones educativas de zonas de difícil acceso, vulnerándose con ello los derechos fundamentales de los demás educadores que no tienen la calidad de directivos.

Indica que esa decisión conculca garantías constitucionales de las cuales es titular, como la igualdad, el mínimo vital, la salud, el debido proceso administrativo y el trabajo en condiciones dignas, así como también desconoce el principio de la confianza legítima y afecta a los estudiantes que ven comprometido su derecho a la educación.

Es por todo lo anterior que busca la protección del juez constitucional con miras a que se deje sin efecto la Resolución No 7601 de 2017, se disponga el pago inmediato de la bonificación del 15% que se venía percibiendo y que se realice un nuevo estudio técnico que tenga en cuenta las especiales condiciones en las que debe movilizarse a su sitio de trabajo.

TRAMITE IMPARTIDO

Admitida la acción de tutela, por parte del Juzgado Quinto Laboral del Circuito, se corrió traslado por dos (2) días a las accionadas, a efectos de que ejercieran su derecho de defensa. 

La primera en vincularse a la litis fue el Área Metropolitana Centro Occidente alegando en su defensa que no profirió el acto administrativo que se pretende dejar sin efectos a través de este mecanismo excepcional, como tampoco la llamada a establecer las zonas rurales de difícil acceso, pues tal carga la tienen alcaldes y gobernadores, de conformidad con lo establecido en Decreto 1075 de 2015, previo informe rendido por el Comité Técnico Asesor que se designe para tal fin, órgano que en este caso cumplió con su función, de acuerdo con los anexos de la acción.

El Sindicato de Educadores de Risaralda a su turno señaló que si bien hace parte del Comité Técnico Asesor para determinar las zonas de difícil acceso, de las Instituciones Educativas y Sedes del municipio de Pereira, no tiene a su cargo la expedición del acto administrativo que así lo declara, el cual, de acuerdo con lo establecido en el artículo 88 de la Ley 1437 de 2011, goza de presunción de legalidad y en tal virtud debe ejercerse el control pertinente, a través de los mecanismos ordinarios previstos por el legislador, labora de la cual ya se ocupó, pues viene adelantando diversas gestiones tendientes a que revalúe esa decisión.

Como fundamento de lo anterior sostiene que le asiste razón a la accionante y en ese sentido coadyuva la petición, en tanto que considera que el no reconocimiento de zona de difícil acceso en la cual se ubica la institución en la que labora, le genera un detrimento patrimonial.

El municipio de Pereira en su oportunidad indicó que es cierto que lo relativo a la expedición de la Resolución No 7601 de 2017, sin embargo señaló que ninguna de las situaciones especiales que señala la actora en su escrito tiene la virtualidad de despojar de legitimidad el referido acto administrativo y si así fuera, en todo caso debe acudir a la vía contenciosa administrativa y así demostrarlo y no utilizar la acción de tutela, pues el mecanismo no fue concebido para suplantar al funcionario competente.

Insiste el ente territorial que la decisión estuvo soportada en el estudio técnico realizado en el que participó el Área Metropolitana Centro Occidente, quien certificó las rutas que prestan el servicio de transporte hacía el sector de la Suecia – Brasil Pereira, encontrando que no existe mérito para considerarla una zona de difícil acceso.

Por otro lado, asegura que la demandante es una docente que se encuentra escalafonada en el máximo grado -14-, percibiendo una remuneración mensual equivalente a $3.641.927, con lo cual queda demostrada la disponibilidad de recursos de su parte para asumir los gastos de transporte que implica desplazarse hasta su sitio de trabajo.

El departamento de Risaralda adujo en su defensa, luego de hacer un recuento legal y jurisprudencial relacionado con el derecho a la educación, que en caso de la señora Margarita María Quiceno Ramírez, no se evidencia que el ente territorial haya comprometido en algún momento sus derechos fundamentales, pues es claro que la actuación identificada como causante de la vulneración que alega la tutelante proviene del municipio de Pereira, entidad que se encuentra legitimada para tomar decisiones como las contenidas en el acto administrativo reprochado, ya que se encuentra debidamente certificado por el Ministerio de Educación Nacional.

En ese entendido afirma que en materia de educación, solo le corresponde al departamento regular lo pertinente, respecto de los municipios no certificados por esa Cartera.

Hace notar también el ente territorial la improcedencia de la acción constitucional, pues estima que existen otros medios de defensa judicial a los cuales puede acudir la promotora de la litis, los cuales considera resultan eficaces para definir la controversia planteada por la vía constitucional.

Mediante providencia de fecha 22 de mayo de 2018 el juzgado de conocimiento declaró improcedente la petición de amparo, pues estima que al no evidenciarse la ocurrencia de un perjuicio irremediable, imposible resulta al juez de tutela, conforme la jurisprudencia constitucional que sirvió de soporte, definir la legalidad de un acto administrativo de carácter general.  Adicionalmente advirtió la a quo que contra la mentada resolución no fueron interpuestos los recursos de ley, por lo que estima que no se cumplieron los requisitos de procedibilidad para atender por esta vía las pretensiones de la actora.

Inconforme con lo decisión, la parte actora la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en el libelo inicial, acompañando el nuevo escrito con prueba audiovisual del recorrido que debe realizar para llegar a su sitio de trabajo.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

3. 1. PROBLEMA JURÍDICO

¿Procede la acción de tutela para dejar sin efectos un acto administrativo de carácter general y abstracto, para así solicitar el reconocimiento de un beneficio económico?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA

Según el inciso 3° de la norma citada, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

Ahora bien, para hablar de la procedencia de la Acción de Tutela resulta apropiado transcribir el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991 que, frente al tema, indica específicamente: 

“ARTICULO 5o. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2 de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este Decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito”. 

De lo anterior se deduce que esta acción constitucional fue creada exclusivamente con el fin de brindarle a los ciudadanos un mecanismo para hacer efectivos sus derechos fundamentales, es decir, aquellas prerrogativas mínimas sin las cuales un ser humano no puede llegar a ejercer adecuadamente su rol como individuo y como ser social.

En sentido contrario, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, establece las causales en que no resulta procedente la acción de tutela, en los siguientes términos:

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: 

            “(...)

“5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. (Negrilla fuera del texto) 

Con base en el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, en sentencia T-860 del 27 de Noviembre de 2009, la Corte Constitucional, hace referencia expresa a la improcedencia de ésta acción, cuando se trate de “actos de carácter general, impersonal y abstracto”, haciendo énfasis en el carácter subsidiario y residual con que fue concebido éste mecanismo excepcional de protección superior, así como en la necesidad de tener éste como un requisito de procedibilidad, en el entendido de que sólo se debe acudir a ella “cuando no se cuente con otros medios ordinarios de defensa, o en presencia de estos,  como mecanismo transitorio de defensa judicial con el fin de evitar un perjuicio irremediable”.

En esa misma providencia, el Alto Tribunal Constitucional, trae a colación la sentencia SU-039 de 2009, en la que se sostiene que, la existencia de recursos y diversos mecanismos judiciales ordinarios dispuestos por el legislador para controvertir actos de carácter general, impersonal y abstracto, vinculados al hecho de que el contenido de éstos, no vaya dirigido a alguien en particular, son razones suficientes para excluir estas controversias del conocimiento del juez de tutela.    

Sin embargo, el superior de ésta especialidad, ha considerado de manera excepcional la viabilidad de una acción de tutela frente a los referidos actos, pero sólo como mecanismo transitorio y para evitar un inminente perjuicio irremediable. 
3. CASO CONCRETO

Pretende la demandante a través de la presente acción constitucional, lograr que se deje sin efecto la Resolución No 7601 de 2017 proferida por la Alcaldía de Pereira, por medio del cual se determinó qué establecimientos educativos se encuentran ubicados en zonas rurales de difícil acceso en el municipio de Pereira.

La anterior solicitud se encuentra fundada en el hecho de que dicho acto administrativo resulta ilegal en tanto que se expidió extemporáneamente, dado que el Decreto 1075 de 2015, normatividad por medio del cual “se expide el Decreto Reglamentario Único del Sector Educación”, estableció que el acto que determina qué instituciones educativas se encuentran ubicados en zonas rurales de difícil acceso, debe proferirse antes del 1º de noviembre de cada año y en ese caso ello sólo se dio hasta el 11 de diciembre de 2017 con fundamento en reportes técnicos elaborados días después de la fecha límite antes señalada.

Refiere que la exclusión del citado listado de la Institución Educativa Combia, sede la Suecia, Vereda La Suecia, corregimiento de Combia Baja, donde labora como docente, afecta sus ingresos mensuales, pues se vieron disminuidos en un 15% producto del auxilio de transporte que venía percibiendo y que le fue despojado abruptamente.

En aras de determinar si en el presente asunto se dan los presupuestos necesarios para atender la pretensión de la actora por la vía constitucional, encuentra la Sala que los únicos argumentos expuestos en el líbelo inicial para descalificar la acción de nulidad como medio idóneo para alcanzar su cometido, es que es requiere la protección inmediata, por haber sido restado “un emolumento salarial que toca con el mínimo vital” –negrilla para resaltar-, argumento que no resulta suficiente para validar la intervención del juez de tutela, máxime cuando el mecanismo ordinario otorga la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto atacado, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda.

Ahora, tampoco resulta plausible inmiscuirse en materias propias de la justicia contencioso administrativa, ni siquiera como mecanismo transitorio habida cuenta que, como ya se dijo, la acción de tutela no fue concebida para controvertir actos de carácter general como lo es la mencionada Resolución, pues para ello fueron previstas las acciones idóneas en la jurisdicción contenciosa administrativa, no es de recibo considerar la afectación eminentemente económica que alega la actora ha sufrido, para justificar la utilización de la tutela como mecanismo transitorio, cuando, de accederse a las pretensiones de la promotora de la acción resultarían involucrados intereses de igual índole, de los docentes y directivos docentes del Centro Educativo de las Delicias que si fue incluido dentro de los establecimientos educativos ubicados en las zonas rurales de difícil acceso de esta ciudad para el año 2018. 

Adicionalmente, ni siquiera se percibe evidente la ocurrencia de un perjuicio irremediable, por cuanto la señora Quiceno Ramírez, según el municipio de Pereira, percibe la suma mensual de $3.641.927, respecto a la cual ninguna prueba aportó en relación con la afectación del derecho fundamental al mínimo vital, pues sólo se ocupó de demostrar la ilegitimidad de la Resolución No 7601 del 11 de diciembre 2017.

Así las cosas, encontrando que no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que legitime la intervención del juez constitucional, ni existen argumentos para desacreditar la eficacia del mecanismo ordinario dispuesto por el legislador para controvertir los actos administrativos de carácter general, se confirmará la decisión de primer grado, por medio de la cual se declaró improcedente la presente solicitud de amparo constitucional.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 22 de mayo de 2018.

SEGUNDO. NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
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